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SI]NTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

I-ima. 5 de noviembre de 2018

,\STJNTO

Ilcculso de agravio constitlrcional intcrpucsto por don Harold Alberto Castillo
Veinti¡rilla a favor de don Ronal Luis Quispe Maruio contra la rcsolüción de loias 149,
de fécha 3l de mayo de 2018, expedida por la Sexta Sala llspecializada en Io Penal para
Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima quc declaró la
improcedencia lirninar de la dcmanda de,4dó?ar colp¿lr de aulos.

l. t.rNt)ANl

lencia cmitida en cl Expediente 00987-201,1-PA/l C, publicada en cldiario
I'ertlano el 29 de agosto de 201,{, este Tribunal estableció, en el

ndamenlo 49. con caráctcr dc precedente. que se cxpcdirá sentencia interlocüroria
dencgatoria. dictada sin más trálnite. ouando se prcscnte alguno de los siguic¡tes
supuestos, que igualmentc cstá¡ contenidos en el arliculo i I dcl Reglañento
Normativo del Tribunal Constitucional:

U

Carezca de lundamentació0 la supuesta vulncmción que se invoque.
La cuestión dc Derecho contenida en el recurso no sea de especial
lrascendencia co¡'lstitucional.
La cuestión dc Derecho invocada contradiga un precedenle del Tribunal
Constitr¡cional.
Se haya decidido de rnanera desestimatorie en casos sustancialnlente iguales.

2. En el presente caso. sc evidencia que cl recurso de agravio no está referido a un¡
cueslión de Derecho de especial kascendencia constitucional. Al respecto. un
recurso carece de csta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitLrcionalmentc protegido de un derecho fundamental: cuando versa sobrc un
asunto materialmentc excluido del proceso de tutela de quc se trata; o, finalmcñte.
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de cspecial
urgencia-

Dxpresado de otro modo, y leniendo en cuenta lo precisado en cl htndamento 50 dc
la scnle¡cia elnitida en el Expediente 00987-20I4J)A/IC. una cucstión no reviste
especial trascendencia constitucional en los siguicnles casos: (l) si uD¿ lutura
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4. En cl caso dc autos, se solicita que se declare la nulidad de la scntcncia dc i¡cha I5
dc

rcsolucióo dcl Tribunal Constitucional no soluciona al8ún confliclo de relevancia
constitucional. pucs no existe lesión que comprometa el derecho fundamenlal
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la vía
conslilucional; o (2) si no exisle neoesidad de lulelar de manera urgen¡e el derecho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objctivas quc habililcn a

este órgano colegiado para emitir un plonunciamiento de ibndo.

015 y la rcsolüc;ó¡ supre¡na de fecha 7 de f¿brero de 2017, a travós dc
Primera Sala Penal Pcrmanente para Procesos con Reos Libres de la

rior de Justicia de Lima Norte y Ia Sala I'enal Permanente de la Cone
de Juslicia de la República condenaron al favorccido co¡¡o responsable

nal del dclilo violación sexual de menor de cdad (Expqdiente 267-2009 / R.N
2113-24 t s)

5. Se alega clue la sentencia condenaloria se dictó sin nra],ores considcracioncs
probatorias que la única prueba de cargo que constiluye la versión incrim¡latoria dc
la nlenor presuDla¡nente agraviada, rclato que contiene una serie de incongrucrrcias
talss como las siguientes: l) es imposible que en el mes de lebrero de 2008 cl
favorecjdo hala ultrajado a la agraviad¡, pues solo h¡vo arrendada la habitación cn
donde supuestanrente ocurrieron los hechos de marzo a noviembrc de 2007; 2) la
habilación clue ha señalado la mcnor no es la misma que arrendó cl beneficiariul
3) sin prueba alguna la Sala supe.ior asu¡tió que el acusado contaba con las llavcs y
cl ácceso a la referida habitaciónl y 4) no existe prueba alguna rcspecto que previu
al encuenlro sexual el acusado haya Ilamado lelefónicamente a la agraviada.

6. Asimismo, sc afirma lo siguiente: 1) no se tomó en cuenta Ia versión dada por el
f'avorecido en la confrontación que tuvo con la madre de la menor agraviada:2) la
declaración de la Iesligo Charnpi Arpa f'ue ¡omada de rnanera sesgada y con Ia
finalidad de demostrar hechos qle no corresponden a la realidad; J) a pesar que de
autos se cuen¡a con el contrato. las testimoniales y el acta de inspección ocular, la
Sala suprema afirmó quc no se ha evidenciado cuál era la habilación arrendada por
cl acusado; y 4) pese a que la pericia de credibilidad (practicada ¿ la rnenor) mostró
que dicho relato era poco creiblc el órgano judicial usó su vcrsión incongrucnte
para concluir en Ia rcsponsabilidad penal del bencficiario.

7- Al rcspccto. el recuNo interpuesto no está relerido a una cuestión dc Derecho de
especial trasscndencia conslitucional- toda vez que la controversia plantesda cscapa
al ámbito dc lüfcla del habeas corp r y se encuenlra relacionado con asuntos
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propios de Iajudicatura ordinaria. conro son los alegatos ref-eridos a la valoración y
suflciencia de las pruebas penales (Expedientes 01 0 1,1-2012-PHC/TC y 02623-
2012-PHC/TC).

8. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamenlos 2 a 7 r¡rpl¿7, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en cl
acápile b) del l'undarnento ¿19 de la sentencia emitida c¡ el Flxpediente 00987-2014-
PA¡lC y en el inciso b) del artículo ll dcl Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite. improcedentc
el recurso de agravio constitLrcional.

Por eslos lu¡damentos, el Tribunal ConstitL¡cional, con la autoridad quc Ie
confiere la Constitución Politica del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldeña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado ferrcro Costa.

T]SPI]\OSA-SALDAÑ a

OT

z2-;

Lo

tI,ESUELVtr

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porquc la cuestión de
Derecho contenida en el recurso carece dc especial lrascendencia constit!¡cional.

Publíquese y notillquese.

SS,
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad que me olorga Ia Constitución, y con el mayor respeto por la po[encia
de mi colega magistrado, emito el presenle voto singular, para expresa¡ respetuosamente
que disiento del precedente vinculante cstablecido en la Sentencia 00987-2014-PAtlC,
SENTIINCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongo:

I'I, TRIBT]NAL CoNSTITUCIoNAL CoMo CoRTE DE REVISIÓN o FALLO Y No DE
C SACIóN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionaies como
instancia de casación y la Constitución de 1993 conviÍió al Tribunal Constitucional
cn instancia de fallo. La CoÍstitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la c¡eació¡ de un órgano ad,4oc, independiente dl.l poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constilucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La [,cy Iundamental de 1979 estableció qLre el Tribunal de Ga.antías
Conslilucionalcs era un órgano dc control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el tenito o nacional para conocer, en l,ía de casación, de los habeas corpu¡^
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho T bunal no
corstituía ura instancia habililada para fallar en fo¡ma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sob¡e los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

i. Iln ese sentido, la Ley 23385, I-ey Orgánica del Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus afículos 42 al 46, quc
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la iey o la ha
aplicado cn forma errada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tramitacióD y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar Ia deliciencia, devolverá los actuados a la Corle Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emila nuevo fallo siguiendo sus lineamient!,s,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

N1
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4. El modelo de tr¡tela ante aúlenazas y vulneración de derechos l'ue se¡iamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tütela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, sc crea al TribLrnal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca eróneamerte como "órgalo de control de la Constitución". No obstantc, en
materia dc procesos constitucionalcs de la libeúad, la Constitución establece que el
T bu¡al Constitucional es inslancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su atículo 202, inciso 2,
prescribe que corespoÍde al T¡ibtural Constitucional ,,conocer, en tiltimd )1
defnitit,d instancía, las resolucíones denegalolias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas dalo y acción de cumplimíento". Esta disposición
constitucional, desde una posición dc ftanca tutela de los de¡echos fltndamentales,
exige que el T¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien sc
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. UI1a lectura diversa
conl¡avendría mandatos ese[ciales dc la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de Ia
sociedad y del Estado (artículo l), y "lq obserNancia del debído proceso y tutela
.¡urisdiccional- Ninguna persona puede ser desviada de ld iurisd¡ccíón
predeferminada por la ley, ni sometída a prccedimiento díst¡nto de los prevíamente
establecidos, ní juzgada por órganos jurisdíccionales de excepción n¡ por
conisiones especiale¡^ creadds al efecto cudlquíera sea su denominación,,,
consagrada en el a.ticulo 139, inciso 3.

rm1

6. Como se adviede, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del cert¡ororí
(Sup.erna Cofle de los Estados Unidos), eI1 el Perú el Poder Co¡stituyente optó por
u11 órgaÍo supremo de intelprelación de la Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede dcl Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está eÍ discusión es la supuesta ameruza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un poünenorizado
análisis dc lo que \e frelcnde. de lo que se inroca.
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7. Lo constitucional es escuchar a la pade como concretización de su derecho
itenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efcctivo medio de defensa de los de¡echos fundamentales frente a los poderes
públicos y p¡ivados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

8. La administración de justicia constitucional de la libetad que brinda el T¡ibunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa! como coresponde, del derecho de
defensa inherente a toda penona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas ga¡antías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamienlo respecto a la emisión de una resolució¡1 constitucional
sin realizarse audiencia de vista está ¡elacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponerj de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretiándose el principio de inmediación que
debe regir cn todo proceso constitücional.

10. Sobre la interyención de las pafes. coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que cl
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitücional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye ei derecho a ser oido con las debidas garantias.

11. Cabe añadi. que la participación di¡ecta de las partes, en defensa de sus intereses.
qüe se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contmrio, se decidi¡ía sobre la csfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su lávor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
¿[gumertos que justillcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por

tü4

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EL DERECHo A sER oiDo coMo MANTFESTACTóN DE t,A DEMOCRATTZACIóN Dtr Los
PRocEsos CONSTITUCToNALEs DE LA LtBf,RTAD
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expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Intemme cana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "obliga al Estado a tratar al índíviduo en todo moñento como
un wrdade/o sujeto del proceso, en el uás amplio sentido de este concepto, y nc,

:timplemente como objelo del mismo"\,y que "paru que exista debido proceso legal
es pteciso que un justiciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
intereses en-.forma efectit,d y en condiciones de igualdad procesal cotl olros
justiciables'¿.

NATURALEZ^ PRocEsaL rrEL RECURSo DE AGRAVTo CoNstrructoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Cofttitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proccso constitucional de la libe¡tad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso dc agravio conslitucional (RAC) pierde su
ve¡dadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mücho menos "recalilicar" el recurso de agravio constitr¡cional.

15. De conl-ormidad con los adículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
T¡ibunal Constitucional ¡o "concede" el recuso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. A1 Tribunal lo que Ie corresponde es conocer del
ILAC y pronunciarse sobre el fondo. Po¡ ende, no le ha sido dada la competetcia de
rechazar dicho recurso, sino por el contra¡io de "conocer" lo que la parte alega
como un agra\ io que le caus¿ inJe[en.ión.

I Co¡te [DH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.

'Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, párrafo 146.

N1
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16. Por otro lado, la "sentencia intcrlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplica a. No hacerlo, no delinirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez qL¡e se podda
afectar, entre olros, el deaecho I'und¿rmental de defensa, en su manifcstación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría iugar a decisiones subjeli\as y
carerltes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendría¡ que adivinar qué resolverá el T bunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Po¡ lo demás, ¡¡t ¡¡tatis ñuta dis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el TribLuul Coüstitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchcz Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una rcañ¡mación de la natualeza
proccsal de los procesos constitucionales de la libeftad (supletoriedad, vía prer,ia,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cieúo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los plocesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye ru]
motivo para que se pueda desvi¡tua¡ la esencia principal del recurso de agrar io
constitucional.

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia eD sede constitucional rcpresenta la
úllima posibilidad para protegcr y reparar los derechos l'undamentales de los
agraviados, voto a lávor de que en el prcsente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que gaÉntiza que el Tribunal Constitucio¡al, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adccuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que. agotada la vía constitucional, aljusticiablc
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rcbagliati, "la del'ensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una del¿nsa tolal de la Constitución, pues si toda ga¡antía constitucional

NI
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entraña el acceso a la prcstación .iurisdiocional, cada cual al defendcr su derecho
cstá defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
elviiecida sir la protccción judicial auténtica,,.
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